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REPARACIÓN DIRECTA/ Lesión de recluso/ Prueba de las circunstancias de modo – registro de lesiones traumáticas y autolesiones/ La Sala toma distancia de la orientación del a quo en cuanto consideró que el daño no estaba demostrado, puesto que a pesar de la incorrección advertida respecto a la fecha de ocurrencia de lesión, en realidad se trata de los mismos hechos y la misma lesión/ Revoca fallo de primera instancia.
“Mediante la sentencia No. 117 de 26 de julio de 2013, el Juzgado Segundo Administrativo de Descongestión del Circuito de Popayán resuelve “NEGAR las pretensiones de la demanda”.

Luego de precisar que en eventos en los que se juzga la responsabilidad del Estado por los daños ocasionados a los reclusos, el régimen de imputación aplicable corresponde por regla general al de daño especial, encontró que en el caso concreto no está demostrado el daño, puesto que para la fecha del 27 de marzo de 2008 indicada en la demanda, los informes oficiales y minutas oficiales no registran anotaciones sobre la existencia de riñas o incidentes en los que hubiera resultado lesionado el demandante.

Y que si bien en la historia clínica consta el hecho de que el actor recibió una atención de urgencias al día siguiente -28 de marzo de 2008- por herida en torax, el mismo “no puede tenerse como aquél que demuestra el daño antijurídico necesario para declarar la responsabilidad porque, en primer lugar, no fue con base en él que se agotó la audiencia de conciliación prejudicial… en segundo lugar, y aunque en la demanda se indicó que la lesión ocurrió en fecha del 27 de marzo de 2008 o en la que se demuestre en la historia clínica, ello no es suficiente para modificar lo que aquí se encuentra demostrado, porque uno de los requisitos exigidos en la demanda es la indicación de los hechos ocurridos… que le sirven de sustento a las pretensiones, lo cual excluye, por lógica, pretender una reparación por supuestos fácticos no demandados”.    

(…) 
“La historia clínica y los demás documentos oficiales, dan cuenta que el 28 de marzo de 2008 y no el 27 del mismo mes y año como de manera inexacta se planteó en la demanda, mientras se encontraba recluido en el EPMCAMSPY, el señor ROBERT ALCIZAR QUINTO CEPEDA sufrió una lesión consistente en una herida de 2 cms en torax con compromiso de piel y tejido celular subcutáneo que demandó sutura de 3 puntos, sin secuelas.

En este punto, y siguiendo su propio precedente, la Sala tomará distancia de la orientación del a quo en cuanto consideró que el daño no estaba demostrado, puesto que a pesar de la incorrección advertida respecto a la fecha de ocurrencia de lesión, en realidad se trata de los mismos hechos y la misma lesión.   

(…) 
En asuntos similares al que aquí se juzga, la Sala ha convenido endilgar responsabilidad al INPEC, bajo el convencimiento dado por las pruebas que certificaban la existencia del daño, y el registro oficial acerca de las circunstancias en que se produjo el hecho dañoso, a partir del cual se hizo el juicio de responsabilidad bien a título de daño especial o falla en el servicio. El actor insiste en que el daño le es atribuible al INPEC, en razón a que el deber de custodia dicha entidad tiene para con los reclusos es de resultado. La prueba documental, en particular el informe de “REGISTRO DE LESIONES TRAUMÁTICAS Y AUTOLESIONES” elaborado y diligenciado por la propia entidad, da cuenta que la lesión sufrida por el interno (…) le fue propinada con objeto –arma-  de fabricación carcelaria, al tiempo que la conclusión de la valoración médica indica que se trató de un arma corto punzante (“ACP”), hecho que pone a vista la existencia de una falla en el servicio, en tanto que la entidad  faltó a sus deberes de control y disciplina al interior del centro de reclusión, y a la obligación que le asiste de precaver la tenencia de elementos susceptibles de ser usados como armas por los internos.  A lo anterior se suma el hecho de que no hay prueba sobre la existencia de alguna circunstancia que desvirtúe la imputación o limite el grado de responsabilidad de la entidad demandada, bien por culpa o hecho exclusivo de la víctima o por haber contribuido ésta en el resultado dañoso, como ocurre en los casos de autolesiones o lesiones derivadas de riñas con participación del afectado.  
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: Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario –INPEC-

Referencia


: Reparación Directa  

Decide la Sala el recurso de apelación presentado por la parte demandante contra la sentencia No. 117 de 26 de julio de 2013, mediante la cual el Juzgado Segundo Administrativo de Descongestión del Circuito de Popayán negó las pretensiones de la demanda.

I- ANTECEDENTES

A. LA DEMANDA

1. PRETENSIONES: (f. 6-7 c.ppal) 

“3.1. DECLARACIONES:

El INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO Y CARCELARIO - INPEC, Establecimiento público de orden nacional adscrito al Ministerio de Justicia, es responsable administrativamente de todos los perjuicios morales y materiales causados a todos los actores por las graves lesiones físicas y psicológicas, padecidas por ROBERT ANCIZAR QUINTO CEPEDA AL INTERIOR DEL ESTABLECIMIENTO PENITENCIARIO Y Carcelario de Alta y Mediana Seguridad – EPCAMS de Popayán.

3.2. CONDENAS:

Como consecuencia de la anterior declaración, condénese al INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO Y CARCELARIO - INPEC a pagar:

a) POR PERJUICIOS MATERIALES, en la modalidad de DAÑO EMERGENTE, se debe a favor de los actores o quienes sus derechos represente al momento del fallo, el equivalente a VEINTE MILLONES DE PESOS MCTE ($20.000.000.oo), por los gastos o tratamientos médicos, hospitalarios, quirúrgicos, psicológicos, traumatológicos, medicamentos, terapias, cirugías plásticas y/o_estéticas a las cuales debe, debió y deberá someterse ROBERT ANCIZAR QUINTO CEPEDA, para el total restablecimiento de su salud física, así como todos los gastos futuros que tendrá que realizar para la recuperación y conservación de su salud afectada por las graves lesiones que se le ocasionaron.

b) POR PERJUICIOS MORALES. Se debe a favor de los actores o quien quienes sus derechos representen al momento del fallo, el equivalente a DOSCIENTOS (200) SALARIOS MINIMOS LEGALES MENSUALES VIGENTES,  a la fecha de la ejecutoria de la sentencia de conformidad con la certificación tal sentido –sic- expida el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social.

c) POR GOCE A LA VIDA. Se debe a favor de los actores o quien quienes sus derechos representen al momento del fallo, el equivalente a DOSCIENTOS (200) SALARIOS MINIMOS LEGALES MENSUALES VIGENTES,  a la fecha de la ejecutoria de la sentencia de conformidad con la certificación tal sentido –sic- expida el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social.

d) POR DAÑOS A LA VIDA DE RELACION. Se debe a favor de los actores o quien quienes sus derechos representen al momento del fallo, el equivalente a DOSCIENTOS (200) SALARIOS MINIMOS LEGALES MENSUALES VIGENTES,  a la fecha de la ejecutoria de la sentencia de conformidad con la certificación tal sentido –sic- expida el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social.

e) POR LOS INTERESES. Se debe a favor del actor o a quien o quienes sus derechos representen al momento del fallo, el valor de las condenas anteriores aumentadas con una variación promedio mensual del índice nacional del precio al Consumidor desde la fecha de la sentencia hasta su efectivo cumplimiento.

f) Por las costas y gastos del proceso.

De conformidad con el Art. 1653 del C.C., todo pago se imputará primero a intereses.

EL INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO Y CARCELARIO - INPEC, dará cumplimiento a la sentencia, dentro de los 30 días siguientes a la ejecutoria de la misma, conforme a lo ordenado por él –sic- artículo 176 y S.S. del Código Contencioso Administrativo.”

2. LOS HECHOS (f. 5-6 ib)
La demanda refiere en síntesis, lo siguiente:

El señor ROBERT ANCIZAR QUINTO CEPEDA estuvo recluido en el Establecimiento penitenciario y Carcelario de Alta y Mediana Seguridad de Popayán, donde ingresó en buenas condiciones de salud.  
El 27 de marzo de 2008 fue ingresado a la sección de sanidad del centro de reclusión, luego de haber sido lesionado por otro recluso con arma corto punzante a la altura del pecho-lado izquierdo, con compromiso muscular y secuelas consistentes en que “no puede realizar las actividades, que normalmente desarrollaba antes de sufrir las lesiones, se agita fácilmente, afectado en grado sumo su vida y su actividad cotidiana…” 
Considera el actor que el daño y los perjuicios padecidos son imputables a la entidad demandada a título de falla en el servicio, por “ausencia de protección a la vida e integridad de las personas que por desgracia e infortunio deben ser conducidas a establecimientos de esa naturaleza y también por la falta de control y una eficaz vigilancia, permitiendo que al interior del establecimiento penitenciario se porten fabriquen armas con las cuales se cometen delitos que atentan contra la vida de los internos.”

B. ARGUMENTOS DE LA DEFENSA (f. 32-41 ib)

El apoderado del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario solicitó que se negaran las pretensiones de la demanda, precisando que según certificación del Área de Sanidad, para el día 27 de marzo de 2008, el actor no registra ingresos a esa dependencia, y tampoco en los libros de Minuta de Guardia y del Pabellón Quinto hay anotaciones sobre riñas u órdenes de salida por urgencia, de modo que no hay lugar a considerar la ocurrencia de una falla en el servicio como se plantea en la demanda, máxime la ausencia de pruebas sobre los elementos que la estructurarían empezando en el daño.
C. SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA (f. 98-102 ib)
Mediante la sentencia No. 117 de 26 de julio de 2013, el Juzgado Segundo Administrativo de Descongestión del Circuito de Popayán resuelve “NEGAR las pretensiones de la demanda”.

Luego de precisar que en eventos en los que se juzga la responsabilidad del Estado por los daños ocasionados a los reclusos, el régimen de imputación aplicable corresponde por regla general al de daño especial, encontró que en el caso concreto no está demostrado el daño, puesto que para la fecha del 27 de marzo de 2008 indicada en la demanda, los informes oficiales y minutas oficiales no registran anotaciones sobre la existencia de riñas o incidentes en los que hubiera resultado lesionado el demandante.

Y que si bien en la historia clínica consta el hecho de que el actor recibió una atención de urgencias al día siguiente -28 de marzo de 2008- por herida en torax, el mismo “no puede tenerse como aquél que demuestra el daño antijurídico necesario para declarar la responsabilidad porque, en primer lugar, no fue con base en él que se agotó la audiencia de conciliación prejudicial… en segundo lugar, y aunque en la demanda se indicó que la lesión ocurrió en fecha del 27 de marzo de 2008 o en la que se demuestre en la historia clínica, ello no es suficiente para modificar lo que aquí se encuentra demostrado, porque uno de los requisitos exigidos en la demanda es la indicación de los hechos ocurridos… que le sirven de sustento a las pretensiones, lo cual excluye, por lógica, pretender una reparación por supuestos fácticos no demandados”.    

D. APELACIÓN (f. 105-108 ib)
La apoderada de la parte demandante apela la sentencia de primera instancia solicitando que la misma sea revocada y que, en su lugar, se acceda a las pretensiones de la demanda.

Contrario a lo concluido por el a quo, considera que el daño sí está demostrado, precisamente con las notas de atención consignadas en la historia clínica del día 28 de marzo de 2008, sin que el hecho de que hubiera equivocado la fecha indicada inicialmente en la demanda (27 de marzo) habilite la decisión de negar las pretensiones, pues en todo caso la lesión existió, producto de una agresión con arma corto punzante.
 
E. ALEGATOS DE CONCLUSIÓN (f. 119-120)
Sólo el INPEC alegó de conclusión, solicitando la confirmación de la sentencia de primera instancia, al coincidir en que no hay prueba del daño en los términos en que se planteó en la demanda.  

F. CONCEPTO DEL MINISTERIO PÚBLICO (f. 122)
La Procuradora 40 Judicial II Administrativa delegada ante esta Corporación se abstuvo de emitir concepto “en consideración a que el Despacho no cuenta con el personal suficiente que permita realizar un estudio detenido de todos los procesos allegados en el término dispuesto en la Ley 1395 de 2010, toda vez que como Procuradora Judicial II Administrativa debo intervenir en los procesos orales asignados y adelantar el proceso conciliatorio extrajudicial”. 
II. CONSIDERACIONES

1. COMPETENCIA

Esta Corporación es competente para conocer del recurso de apelación interpuesto contra la sentencia de primera instancia dictada por los Juzgados Administrativos del Circuito de Popayán, conforme lo establecido en el artículo 131 del Decreto 01 de 1984 (C.C.A.), normativa que resulta aplicable por cuanto el proceso fue promovió con anterioridad a la vigencia de la Ley 1437 de 2011, por la cual se expidió el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo
. 

2. CADUCIDAD 

Como viene indicado, en el asunto bajo examen el actor demandó la reparación de los perjuicios que dice le fueron irrogados con ocasión de una lesión sufrida el día 27 de marzo de 2008, estando recluido en el Establecimiento Carcelario de Alta y Mediana Seguridad de Popayán, de modo que los dos años que de acuerdo al artículo 136 numeral 8º del C.C.A. se establecen para la caducidad de la acción de reparación directa, corrieron en principio hasta el 28 de marzo de 2010.

Sin embargo, dicho término se suspendió con ocasión de la solicitud de conciliación prejudicial presentada por el demandante el 26 de febrero de 2010, hasta cuando el 20 de mayo de 2010 se expidió la constancia de no conciliación por parte del Ministerio Público (fl. 4 c.ppal), reanudándose el cómputo a partir del día siguiente; por ello, el término de caducidad se prolongó hasta el 19 de junio de 2010, fecha en la cual el demandante ya había presentado la demanda, radicada el 21 de mayo de 2010 (f. 15 rvso).
3. PROBLEMA JURÍDICO

Corresponde a la Sala determinar, primero, si en el caso concreto están demostrados los elementos que permiten atribuir responsabilidad patrimonial al INPEC por las lesiones de que se afirma en la demanda fue víctima el señor ROBERT ANCIZAR QUINTO CEPEDA, estando recluido en el Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Alta y Mediana Seguridad de Popayán; y segundo, en el evento que convenga la responsabilidad de la entidad, si están o no acreditados los perjuicios cuya indemnización se pretende.
4. SOBRE LA RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR DAÑOS A RECLUSOS

A partir de la consagración de la cláusula general de responsabilidad del artículo 90 de la Constitución, el Estado responde de los daños antijurídicos causados por la acción u omisión de sus agentes en tanto los mismos le sean atribuibles.

En cuanto a la responsabilidad en los casos de muerte o lesiones de reclusos, la pauta jurisprudencial indica que aplica el régimen objetivo, en virtud de la posición de garante que frente a ellos tiene el Establecimiento, traducido en el deber de protección especial a cargo de las autoridades por las especiales condiciones de sujeción a las que están sometidos quienes se hallan privados de la libertad. De modo que para estructurar el juicio de responsabilidad debe establecerse el daño, las circunstancias en que éste se produce y la condición de recluso, mientras que la entidad, por la naturaleza del régimen de responsabilidad, podrá exonerarse demostrando la ocurrencia de una causa extraña como fuerza mayor, el hecho de un tercero o culpa exclusiva de la víctima.

No obstante, también ha reconocido la jurisprudencia, la conveniencia de examinar este tipo de asuntos, cuando las circunstancias del caso lo exijan, bajo la perspectiva de la falla del servicio, a efectos de hacer efectiva la labor de control y orientación que yace en la jurisdicción contenciosa administrativa, y en virtud de la cual deben ponerse a vista las falencias en las actuaciones de las autoridades a efectos de que, bajo su cuenta y responsabilidad, apliquen los correctivos que fueren necesarios.

Al punto, resulta pertinente la sentencia del 28 de abril de 2010, El Consejo de Estado, en la cual se valida la orientación que aquí se ha marcado
, en los siguientes términos:

“…la Sala ha considerado que el régimen de responsabilidad que procede es el objetivo, en el cual dicha responsabilidad surge independientemente de la conducta de la entidad demandada, por el solo hecho de que una persona confinada en un establecimiento carcelario por cuenta del Estado, pierda la vida o sufra lesiones en su integridad física, de tal manera que la Administración no podrá eximirse de responsabilidad mediante la aportación de pruebas tendientes a acreditar que cumplió las obligaciones a su cargo y que no incurrió en falla del servicio; sólo podría desvirtuar tal responsabilidad, mediante la comprobación de una causa extraña. No obstante lo anterior, la Sala considera que, además de operar la responsabilidad objetiva como título de imputación general en esta clase de eventos, cuando surja comprobada dentro del proceso una falla del servicio como causante del hecho dañoso por el cual se reclama -lesiones físicas o deceso de una persona detenida o privada de su libertad-, es necesario evidenciarla en la sentencia que profiera esta Jurisdicción, para efectos de que la Administración tome nota de sus falencias y adopte los correctivos que considere necesarios, por cuanto para deducir la responsabilidad de la Administración, basta que el daño se haya producido respecto de una persona privada de la libertad y puesta bajo su tutela y cuidado. Es claro entonces, que mientras en la generalidad de los casos en los que se comprueba la falla del servicio, la Administración puede eximirse de responsabilidad mediante la comprobación, no sólo de una causa extraña, como sería la fuerza mayor, la culpa de la víctima o el hecho también exclusivo y determinante de un tercero, sino también a través de la prueba de su obrar prudente y diligente en el exacto cumplimiento de las obligaciones y deberes a su cargo, en estos casos específicos de daños a personas privadas de la libertad, por tratarse de eventos de responsabilidad objetiva, la única forma en que la Administración se puede liberar de la responsabilidad que surge a su cargo, es precisamente a través de la comprobación de una causa extraña”
(Negrillas de la Sala)
Así, es claro que el régimen de falla del servicio en este tipo de asuntos, en los que se demanda la responsabilidad del Estado por daños ocasionados a reclusos, sólo tiene utilidad para orientar el ejercicio de autoevaluación de la administración en el desempeño sus funciones, pues, se insiste, la responsabilidad ha de estudiarse por regla general, bajo un régimen objetivo. 

5. LO PROBADO EN EL PROCESO

a. La condición de recluso de actor

- A folio 23 del expediente (c.ppal) el director de EPCAMSPAS certifica que el señor ROBERT ANCIZAR QUINTO CEPEDA, identificado con T.D. No. 001660 se encuentra recluido en el Pabellón número 05 de este establecimiento penitenciario…”

- En memorando EPCAMS POP, 235 DACT Número 128 de 10 de marzo de 2010, la Oficina dactiloscopia, certificó que (f. 45 c.ppal):

“revisada la tarjeta numérica tomada al señor, QUINTO CEPEDA ROBERT ANCIZAR, con TD 235001660, quien se identificó con cédula de ciudadanía No. 10.297.032 expedida en Popayán Cauca, registra el último ingreso al establecimiento el día 15 de Marzo del año 2007, hasta el día 07 de Junio del año 2008, lo que certifica que para el 27 de Marzo del año 2008, el mencionado interno SI se encontraba recluido en el Establecimiento…”  

b. Historia clínica: Las lesiones del 28 de marzo de 2008  

- La nota de “EVOLUCIÓN MÉDICA” del Área de Sanidad del 28 de marzo de 2008, refiere la lesión del actor en los siguientes términos (f. 14, 46 c.pbas):

“Marzo 28-08            11:20 am

Herida en torax… con LMC que compromete piel y tejido subcutáneo, sin penetración a cavidad torácica. (…)

- La “NOTA DE ENFERMERÍA” de la misma fecha reseña (f. 22 c.pbas):

“28 III 08 10:40 hs. 

Pte que llega por sus propios medios, consciente, orientado en T, L y P. Co herida en torax región Precordial acompañado del alumno Rojas Flórez. El interno manifiesta estar sentado almorzando cuando sintió que lo apuñalearon; al parecer con arma corto punzante de fabricación carcelaria. Hda de 2 cc de longitud y 2 cc de profundidad sin compromiso. Se le realiza asepsia…la dra…sutura con 2 puntos externos seda 3-0…”

OJO, la dra da orden de salida al patio de nuevo, si llega a presentar dificultad respiratoria…” 

28 III 08 15:15

Paciente llega por sus propios medios, consciente… refiere haberse resbalado, por lo cual llegó sin puntos y se le procede a colocar 3 puntos, en torax, llegó o manifestó llegar solo, procediendo sin complicaciones.”

- El formato de “REGISTRO DE LESIONES TRAUMÁTICAS Y AUTOAGRESIONES”, diligenciado por el personal de Sanidad que atendió al actor (enfermera y médico), el 28 de marzo de 2008, refiere (f. 23,38 ib):

“TIPO DE LESION: herida en torax….

SEVERIDAD DE LA LESION: Leve.

DRAGONEANTE QUIEN LO TRASLADA: Alumno Rojas.

AGENTE CAUSAL: Objeto de fabricación carcelaria.
DESCRIPCIÓN DE LAS LESIONES EN TIEMPO, LUGAR Y PERSONA: 

Herida 2 cms que compromete piel tejido celular subcutáneo sin compromiso de cavidad torácica.
DIAGNÓSTICO: Herida en tórax.

TRATAMIENTO: Sutura…
REQUIERE EVALUACION ESPECIAL O APOYO TERAPÈUTICO?

SI____NO_X__ (…)”

c. Otros medios de prueba
- Se allegaron copias de las minutas de “Guardia Interna” (f. 62 c.pbas) y “Guardia Externa” (f. 84-89 ib), con las anotaciones del día 27 de marzo de 2008, en las que no obra ninguna sobre incidentes, riñas o atenciones brindadas al señor ROBERT ANCIZAR QUINTO CEPEDA; circunstancia que se explica en el hecho de que la lesión en realidad tuvo lugar el día 28 de marzo de 2008, según se advirtió en la historia clínica. 

- En el mismo sentido se allegaron memorandos en los que se anota que para la fecha de 27 de marzo de 2008 no se registra ninguna novedad en relación con el señor QUINTO CEPEDA (f. 41, 42 c.ppal – fl. 24 c.pbas).

6. JUICIO DE RESPONSABILIDAD

En el presente asunto se debate la responsabilidad del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario-INPEC-, con ocasión a las lesiones sufridas por el actor cuando se encontraba recluido en el Establecimiento Carcelario San Isidro de Popayán; responsabilidad que se sustenta bajo la afirmación de que la entidad omitió su deber de protección, vigilancia y control de los reclusos.

Pasa la Sala a determinar si concurren los presupuestos para declarar la responsabilidad del INPEC por el daño que dice el actor haber padecido una herida en la cabeza en región parietal, 

6.1 El daño 

La historia clínica y los demás documentos oficiales, dan cuenta que el 28 de marzo de 2008 y no el 27 del mismo mes y año como de manera inexacta se planteó en la demanda, mientras se encontraba recluido en el EPMCAMSPY, el señor ROBERT ALCIZAR QUINTO CEPEDA sufrió una lesión consistente en una herida de 2 cms en torax con compromiso de piel y tejido celular subcutáneo que demandó sutura de 3 puntos, sin secuelas.

En este punto, y siguiendo su propio precedente
, la Sala tomará distancia de la orientación del a quo en cuanto consideró que el daño no estaba demostrado, puesto que a pesar de la incorrección advertida respecto a la fecha de ocurrencia de lesión, en realidad se trata de los mismos hechos y la misma lesión.   

6.2 La imputabilidad del daño

En asuntos similares al que aquí se juzga, Sala ha convenido endilgar responsabilidad al INPEC, bajo el convencimiento dado por las pruebas que certificaban la existencia del daño, y el registro oficial acerca de las circunstancias en que se produjo el hecho dañoso, a partir del cual se hizo el juicio de responsabilidad bien a título de daño especial o falla en el servicio
.

El actor insiste en que el daño le es atribuible al INPEC, en razón a que el deber de custodia dicha entidad tiene para con los reclusos es de resultado.  

La prueba documental, en particular el informe de “REGISTRO DE LESIONES TRAUMÁTICAS Y AUTOLESIONES” elaborado y diligenciado por la propia entidad, da cuenta que la lesión sufrida por el interno ROBERT ANCIZAR QUINTO CEPEDA le fue propinada con objeto –arma-  de fabricación carcelaria, al tiempo que la conclusión de la valoración médica indica que se trató de un arma corto punzante (“ACP”), hecho que pone a vista la existencia de una falla en el servicio, en tanto que la entidad  faltó a sus deberes de control y disciplina al interior del centro de reclusión, y a la obligación que le asiste de precaver la tenencia de elementos susceptibles de ser usados como armas por los internos
.

A lo anterior se suma el hecho de que no hay prueba sobre la existencia de alguna circunstancia que desvirtúe la imputación o limite el grado de responsabilidad de la entidad demandada, bien por culpa o hecho exclusivo de la víctima o por haber contribuido ésta en el resultado dañoso, como ocurre en los casos de autolesiones o lesiones derivadas de riñas con participación del afectado.  

Por consiguiente, la Sala revocará la sentencia de primera instancia que negó las pretensiones de la demanda y, en su lugar, declarará la responsabilidad administrativa y patrimonial del INPEC por las lesiones padecidas por el señor ROBERT ANCIZAR QUINTO CEPEDA el 28 de marzo de  2008 en el EPCAMSPY.   

6.3 Los perjuicios reclamados

a. Perjuicios morales 

En la demanda se pide en favor del señor ROBERT ENCIZAR QUINTO CEPEDA indemnización de perjuicios morales en cuantía de 200 smlmv.

De tiempo atrás la jurisprudencia del Consejo de Estado venía sosteniendo que en eventos en los que se juzgaba la responsabilidad por lesiones, la indemnización de perjuicios morales, debía atender a las especiales circunstancias derivadas de las lesiones, la intensidad o gravedad del daño causado, la magnitud del dolor que puede ser apreciada por sus manifestaciones externas, la pérdida de capacidad laboral, entre otros factores, admitiendo para su demostración cualquier tipo de prueba
, y dejando a salvo que como tales medios de prueba no determinaban una medida patrimonial exacta frente al dolor, correspondía al juez tasar discrecionalmente la cuantía de su reparación. 

No obstante, en sentencia del 28 de agosto de 2014, expediente 31172, CP. Olga Mélida Valle de De La Hoz, la Sección Tercera del Consejo de Estado, con el propósito de estandarizar la indemnización de perjuicios morales en casos de lesiones, unificó su jurisprudencia, estableciendo una tabla escalonada en la que se disponen varios niveles indemnizatorios presuntivos, de acuerdo con la gravedad de la lesión, y la proximidad afectiva de los terceros con la víctima directa, determinada inicialmente por el grado de consanguinidad -o civil-, hasta llegar a los no familiares. 

Señala la sentencia:

“Procede la Sala Plena de la Sección Tercera a unificar su jurisprudencia en torno a los perjuicios morales a reconocer a la víctima directa y sus familiares en caso de lesiones personales.

La reparación del daño moral en caso de lesiones tiene su fundamento en el dolor o padecimiento que se causa a la víctima directa, familiares y demás personas allegadas.  

Para el efecto se fija como referente en la liquidación del perjuicio moral, en los eventos de lesiones, la valoración de la gravedad o levedad de la lesión reportada por la víctima. Su manejo se ha dividido en seis (6) rangos: 
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Deberá verificarse la gravedad o levedad de la lesión causada a la víctima directa, la que determinará el monto indemnizatorio en salarios mínimos. Para las víctimas indirectas se asignará un porcentaje de acuerdo con el nivel de relación en que éstas se hallen respecto del lesionado, conforme al cuadro.  

La gravedad o levedad de la lesión y los correspondientes niveles se determinarán y motivarán de conformidad con lo probado en el proceso. 

Nivel No. 1. Comprende la relación afectiva, propia de las relaciones conyugales y paterno- filiales o, en general, de los miembros de un mismo núcleo familiar (1er. Grado de consanguinidad, cónyuges o compañeros permanentes). Tendrán derecho al reconocimiento de 100 SMLMV cuando la gravedad de la lesión sea igual o superior al 50%; a 80 SMLMV en los eventos en que la gravedad de la lesión sea igual o superior al 40% e inferior al 50%;  a 60 SMLMV cuando la gravedad de la lesión sea igual o superior al 30% e inferior al 40%; a 40 SMLMV si la gravedad de la lesión es igual o superior al 20% e inferior al 30%;  a 20 SMLMV cuando la gravedad de la lesión sea igual o superior al 10% e inferior al 20% y, por último, a 10 SMLMV en los eventos en que la gravedad de la lesión sea igual o superior a 1% e inferior al 10%.

Nivel No. 2. Donde se ubica la relación afectiva,  propia del segundo grado de consanguinidad o civil (abuelos, hermanos y nietos). obtendrán el 50% del valor adjudicado al lesionado o víctima directa, de acuerdo con el porcentaje de gravedad de la lesión, como se describe: tendrán derecho al reconocimiento de 50 SMLMV cuando la gravedad de la lesión sea igual o superior al 50%; a 40 SMLMV en los eventos en que la gravedad de la lesión sea igual o superior al 40% e inferior al 50%; a 30 SMLMV cuando la gravedad de la lesión sea igual o superior al 30% e inferior al 40%; a 20 SMLMV si la gravedad de la lesión es igual o superior al 20% e inferior al 30%; a 10 SMLMV cuando la gravedad de la  lesión sea igual o superior al 10% e inferior al 20% y, por último, a 5 SMLMV en los eventos en que la gravedad de la  lesión sea igual o superior a 1% e inferior al 10%. 

Nivel No. 3. Está comprendido por la relación afectiva propia del tercer grado de consanguinidad o civil. Adquirirán el 35% de lo correspondiente a la víctima, de acuerdo con el porcentaje de gravedad de la lesión, como se indica: tendrán derecho al reconocimiento de 35 SMLMV cuando la gravedad de la lesión sea igual o superior al 50%; a 28 SMLMV en los eventos en que la gravedad de la  lesión sea igual o superior al 40% e inferior al 50%; a 21 SMLMV cuando la gravedad de la lesión sea igual o superior al 30% e inferior al 40%; a 14 SMLMV si la gravedad de la lesión es igual o superior al 20% e inferior al 30%; a 7 SMLMV cuando la gravedad de la lesión sea igual o superior al 10% e inferior al 20% y, por último, a 3,5 SMLMV en los eventos en que la gravedad de la lesión sea igual o superior a 1% e inferior al 10%. 

Nivel No. 4. Aquí se ubica la relación afectiva propia del cuarto grado de consanguinidad o civil. Se reconocerá el 25% de la indemnización tasada para el lesionado, de acuerdo con el porcentaje de gravedad de la lesión, como se señala: tendrán derecho al reconocimiento de 25 SMLMV cuando la gravedad de la lesión sea igual o superior al 50%; a 20 SMLMV en los eventos en que la gravedad de la  lesión sea igual o superior al 40% e inferior al 50%; a 15 SMLMV cuando la gravedad de la lesión sea igual o superior al 30% e inferior al 40%; a 10 SMLMV si la gravedad de la lesión es igual o superior al 20% e inferior al 30%; a 5 SMLMV cuando la gravedad de la lesión sea igual o superior al 10% e inferior al 20% y, por último, a 2,5 SMLMV en los eventos en que la gravedad de la  lesión sea igual o superior a 1% e inferior al 10%.

Nivel No. 5. Comprende las relaciones afectivas no familiares (terceros damnificados). Se concederá el 15% del valor adjudicado al lesionado, de acuerdo con el porcentaje de gravedad de la lesión, como se presenta: tendrán derecho al reconocimiento de 15 SMLMV cuando la gravedad de la  lesión sea igual o superior al 50%; a 12 SMLMV en los eventos en que la gravedad de la  lesión sea igual o superior al 40% e inferior al 50%; a 9 SMLMV cuando la gravedad de la lesión sea igual o superior al 30% e inferior al 40%; a 6 SMLMV si la gravedad de la lesión es igual o superior al 20% e inferior al 30%; a 3 SMLMV cuando la gravedad de la lesión sea igual o superior al 10% e inferior al 20% y, por último, a 1,5 SMLMV en los eventos en que la gravedad de la lesión sea igual o superior al 1% e inferior al 10%.”

De manera que, a partir de a partir de esta sentencia, cuya observancia se impone en tanto precedente vertical de unificación, la tasación de la indemnización de perjuicios morales en casos de lesiones, atenderá la tabla escalonada por niveles que en ella se establece, destacándose que, en todo caso, a menos que exista prueba técnica que dé cuenta de la pérdida de capacidad laboral en términos porcentuales, en la determinación de la levedad o gravedad de la lesión persistirá el arbitrio judicial, correspondiendo al juez ubicar la lesión en uno u otro nivel de acuerdo al nivel de gravedad de la misma según los medios de prueba de que disponga, al decir de la providencia que “La gravedad o levedad de la lesión y los correspondientes niveles se determinarán y motivarán de conformidad con lo probado en el proceso.” 

En el caso concreto, la historia clínica y el formato de “REGISTRO DE LESIONES TRAUMÁTICAS Y AUTOLESIONES” correspondiente al actor, dan cuenta que la lesión consistió en una herida “leve”, sin que por otra parte aparezca demostrado que la misma hubiera generado algún tipo de secuela física o funcional con entidad de trastocar su esfera emocional, o de producir un grado de congoja considerable; por el contrario, el último de los documentos registra en el espacio referido a la necesidad de consulta o evaluación posterior un “NO”.

Por ello, y en atención a los nuevos parámetros indemnizatorios, la Sala acuerda ubicar la lesión en el nivel mínimo de gravedad (igual o superior al 1% e inferior al 10%), de suerte que la indemnización corresponde también al monto mínimo establecido para ese nivel, el cual, en el caso de la víctima directa, según la tabla, corresponde a 10 salarios mínimos legales mensuales vigentes.

En consecuencia, se condenará al INPEC a pagar 10 salarios mínimos legales mensuales vigentes, que corresponden a la suma de SEIS MILLONES CIENTO SESENTA MIL PESOS (MCTE) ($6.160.000).

b. Perjuicio de Daño a la Salud 

En la demanda se pidió indemnización por perjuicios de “goce a la vida” y “daños a la vida de relación”

De conformidad con las decisiones de unificación adoptadas por la Sección Tercera del Consejo de Estado en 2011, cuando el daño antijurídico radica en una afectación psicofísica de la persona, el daño a la salud surge como categoría autónoma y, por lo tanto, desplaza por completo denominaciones o tipos de perjuicios abiertos que han sido empleados en otras latitudes, pero que, al igual que en esta ocasión, han cedido paso al daño corporal como un avance jurídico que permite la reparación efectiva y objetiva del perjuicio proveniente de la lesión al derecho constitucional y fundamental a la salud.
Indican las providencias
:

“En consecuencia, se adopta el concepto de daño a la salud, como perjuicio inmaterial diferente al moral que puede ser solicitado y decretado en los casos en que el daño provenga de una lesión corporal, puesto que el mismo no está encaminado al restablecimiento de la pérdida patrimonial, ni a la compensación por la aflicción o el padecimiento que se genera con aquél, sino que está dirigido a resarcir económicamente –como quiera que empíricamente es imposible– una lesión o alteración a la unidad corporal de la persona, esto es, la afectación del derecho a la salud del individuo. 

Por lo tanto, cuando el daño tenga origen en una lesión corporal (daño corporal), sólo se podrán reclamar y eventualmente reconocer los siguientes tipos de perjuicios –siempre que estén acreditados en el proceso –: 

i) los materiales de daño emergente y lucro cesante; 

ii) y los inmateriales, correspondientes al moral y a la salud o fisiológico, el primero tendiente a compensar la aflicción o padecimiento desencadenado por el daño, mientras que el último encaminado a resarcir la pérdida o alteración anatómica o funcional del derecho a la salud y a la integridad corporal
. 

Desde esa perspectiva, se insiste, el daño a la salud comprende toda la órbita psicofísica del sujeto. En consecuencia, la tipología del perjuicio inmaterial se puede sistematizar de la siguiente manera: i) perjuicio moral; ii) daño a la salud (perjuicio fisiológico o biológico); iii) cualquier otro bien, derecho o interés legítimo constitucional, jurídicamente tutelado que no esté comprendido dentro del concepto de “daño corporal o afectación a la integridad psicofísica” y que merezca una valoración e indemnización a través de las tipologías tradicionales como el daño a la vida de relación o la alteración grave a las condiciones de existencia o mediante el reconocimiento individual o autónomo del daño (v.gr. el derecho al buen nombre, al honor o a la honra; el derecho a tener una familia, entre otros), siempre que esté acreditada en el proceso su concreción y sea preciso su resarcimiento, de conformidad con los lineamientos que fije en su momento esta Corporación. 

Es decir, cuando el daño antijurídico radica en una afectación psicofísica de la persona, el daño a la salud surge como categoría autónoma y, por lo tanto, desplaza por completo denominaciones o tipos de perjuicios abiertos que han sido empleados en otras latitudes, pero que, al igual que en esta ocasión, han cedido paso al daño corporal como un avance jurídico que permite la reparación efectiva y objetiva del perjuicio proveniente de la lesión al derecho constitucional y fundamental a la salud.  

(…)

En consecuencia, el daño moral satisface la indemnización de la órbita interna y aflictiva del ser humano; el daño a la salud garantiza un resarcimiento más o menos equitativo y objetivo en relación con los efectos que produce un daño que afecta la integridad psicofísica de la persona; y, por último, será oportuno que se analice la posibilidad por parte de esta Corporación –siempre que los supuestos de cada caso lo permitan– de que se reparen los demás bienes, derechos o intereses jurídicos de la víctima directa o de los perjudicados que logren acreditar efectivamente que padecieron ese daño autónomo e independiente, sin que quede cobijado por la tipología antes delimitada (v.gr. el derecho al buen nombre). La aplicación de esta tipología del daño garantiza la reparación estática y dinámica del perjuicio, esto es los efectos internos y externos, subjetivos y objetivos, individuales y colectivos que la lesión antijurídica o injusta desencadena en el sujeto y las personas que constituyen su entorno.  

(…)

Esta es, precisamente, la importancia del daño a la salud, ya que como se ha explicado permite reconducir a una misma categoría resarcitoria todas las expresiones del ser humano relacionadas con la integridad psicofísica, como por ejemplo las esferas cognoscitivas, psicológicas, sexuales, hedonísticas, etc., lo que evita o impide que se dispersen estos conceptos en rubros indemnizatorios autónomos. 

Así las cosas, el daño a la salud posibilita su reparación considerado en sí mismo, sin concentrarse de manera exclusiva y principal en las manifestaciones externas, relacionales o sociales que desencadene, circunstancia por la cual este daño, se itera, gana concreción y objetividad en donde las categorías abiertas la pierden y, por lo tanto, permite garantizar los principios constitucionales de dignidad humana y de igualdad material”. 
La Sala negará el reconocimiento de este perjuicio, por cuanto ya se dijo, por fuera de la descripción que de la lesión se hizo en la historia clínica y el documento oficial de registró, en el expediente no obra ningún medio de prueba que indique que al actor le hubieran sobrevenido secuelas que afecten su desenvolvimiento, o su autoestima; y tampoco existe dictamen médico legal que permita determinar si con ocasión de la lesión sufrió disminución en su capacidad laboral.

En este sentido es preciso señalar que de acuerdo con el art. 177 del C.P.C., la carga de la prueba consiste en una regla de juicio que le indica a las partes la responsabilidad que tienen para que los hechos que sirven de sustento a las pretensiones o a la defensa resulten probados; en ese sentido, en relación con los intereses de la parte demandante, para la Sala es claro que quien presenta la demanda sabe de antemano cuáles hechos le interesa que aparezcan demostrados en el proceso, para que los derechos que pretende le sean reconocidos, sin que el juez esté llamado a suplir dichas cargas de las partes en cuanto al recaudo del material probatorio, amén las facultades oficiosas en materia probatoria, 

DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Administrativo del Cauca, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE

REVOCAR la sentencia No. 117 de 26 de julio de 2013, mediante la cual el Juzgado Segundo Administrativo de Descongestión del Circuito de Popayán negó las pretensiones de la demanda, dentro del proceso promovido en ejercicio de la acción de reparación directa por ROBERT ANCIZAR QUINTO CEPEDA contra el INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO Y CARCELARIO INPEC. En su lugar se dispone:

PRIMERO: DECLARAR administrativa y patrimonialmente responsable al INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO Y CARCELARIO INPEC por los perjuicios derivados de la lesión padecida por el interno ROBERT ANCIZAR QUINTO CEPEDA el 28 de marzo de 2008, de conformidad con lo planteado en la parte motiva de esta sentencia.

SEGUNDO: CONDENAR al INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO Y CARCELARIO INPEC a pagar al señor ROBERT ANCIZAR QUINTO CEPEDA la suma de SEIS MILLONES CIENTO SESENTA MIL PESOS (MCTE) ($6.160.000), a título de perjuicios morales. 
Suma que será reajustada al momento del pago en aplicación de la fórmula Ra=Rh (x) Ind.Final / Ind.Inicial, donde (Ra), valor presente, se determina multiplicando el valor histórico (Rh), que es el que corresponde a la suma reconocida, por el guarismo que resulta de dividir el índice final de precios al consumidor certificado por el DANE (vigente a la fecha en que deba hacerse efectivo el pago) por el índice inicial (vigente en la fecha de ejecutoria del presente fallo). 

TERCERO: NEGAR las demás pretensiones de la demanda.

CUARTO: SIN COSTAS por no aparecer demostrado que las partes hubieran actuado con notorio abuso del derecho de acceso a la administración de justicia.

QUINTO: ORDENAR al INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO Y CARCELARIO INPEC, o quien haga sus veces, cumplir la sentencia en los términos de los artículos 176 a 178 del C.C.A.

SEXTO: REMITIR el expediente al Juzgado Segundo Administrativo de Descongestión del Circuito de Popayán, para lo de su cargo, una vez ejecutoriada esta providencia.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Constancia: el proyecto de la presente providencia fue estudiado y aprobado en sesión de la fecha.

Los Magistrados,

CARMEN AMPARO PONCE DELGADO                    PEDRO JAVIER BOLAÑOS ANDRADE 

MAGNOLIA CORTÉS CARDOZO 
� De acuerdo con el artículo 308 del CPACA, éste “…se aplicará a las demandas y procesos que se instauren con posterioridad a la entrada en vigencia”, la que según el mismo ocurrió a partir del 2 de julio de 2.012.


� Criterio que fue ratificado en la sentencia del 9 de mayo de 2012, Sección Tercera, Subsección C, CP: Olga Mélida Valle de la Hoz, expediente No. 23024.  


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de abril 28 de 2010, rad 18271, C.P. Mauricio Fajardo Gómez.





� A la misma conclusión arribó la Sala en la sentencia RD050 de 25 de septiembre de 2014, dictada dentro del proceso 2011-00366, demandante: José Alexander Martínez Ramírez, demandado: INPEC, al encontrar si bien la lesión que dio origen al mismo no ocurrió el día 22 de abril de 2011 sino el 24 del mismo mes y año, había lugar a considerar configurado el daño, en tanto se trataba de los mismos hechos y la misma lesión. 


� “De acuerdo con la prueba documental, en particular el informe de “REGISTRO DE LESIONES TRAUMÁTICAS Y AUTOLESIONES” elaborado y diligenciado por la propia entidad, la lesión sufrida por el interno FERNANDO PEREA VÉLEZ le fue propinada en el marco de una riña, con un arma corto punzante, hecho que pone a vista la existencia de una falla en el servicio, en tanto que la entidad  faltó a sus deberes de control y disciplina al interior del centro de reclusión, y a la obligación que le asiste de precaver la tenencia de elementos susceptibles de ser usados como armas por los internos ." (T.A.C., Sala de Decisión No. 005, sentencia RD 049 de 25 de septiembre de 2014, expediente 207-00473-01, demandante: Fernando Perea Vélez). En el mismo sentido las sentencias  


� “…el sólo hecho de que un interno haya tenido en su poder un arma cortopunzante, con la cual hirió de muerte a uno de sus compañeros, denota un mal funcionamiento del servicio carcelario, pues las autoridades penitenciarias incurrieron en una omisión respecto de su deber de controlar el interior del penal y a los reclusos, impidiendo la entrada o fabricación de armas que puedan ser utilizadas por éstos para atentar contra sus compañeros o, contra los mismos guardias de la institución” (Consejo de Estado, Sección, Tercera, sentencia de noviembre 27 de 2006, Exp.14670.)


� Ver, por ejemplo, sentencia de 2 de junio de 2004, exp: 14.950. 


� Consejo de Estado. Sentencias de Sala Plena de la Sección Tercera de (14) de septiembre de 2011. C.P. Dr. Enrique Gil Botero. Expediente: 19.031. Radicación: 05001232500019940002001. Actor: Antonio José Vigoya Giraldo y otros. Demandado: Nación – Ministerio de Defensa, Ejército Nacional. –Expediente: 0512331000200700139 01. Radicación interna No.: 38.222. Actor: José Darío Mejía Herrera y otros. Demandado: Nación – Ministerio de Defensa – Ejército Nacional.


�“Se está en presencia de un nuevo sistema clasificatorio del daño que acepta la existencia de tres modalidades del mismo: los patrimoniales, los morales y el biológico. Diferenciándose el biológico en cuanto al moral en la medida en que el primero es la lesión en sí misma considerada, y otra diferente, son los sufrimientos, el dolor y los afectos que de dicha lesión se pueden derivar, lo que constituiría el efecto o daño moral; sin embargo, ambos hacen parte del daño no patrimonial, esto es, no susceptible de contenido económico.” GIL Botero, Enrique “Daño Corporal – Daño Biológico – Daño a la vida de relación”, pág. 10. 





